Extradición.
 


La extradición es un instituto de cooperación internacional por el cual un Estado requiere de otro la asistencia en materia penal, ya sea para la detención y traslado de una persona imputada de un delito a fines de ser juzgada, ya sea para la ejecución de una condena.



El sentido del instituto es el respeto mutuo que debe existir entre los Estados respecto del poder que cada uno ejerce sobre su territorio (soberanía). Esto no ha impedido que algunos Estados, en violación de la soberanía de otros, hayan secuestrado  a través de sus agentes de seguridad a personas imputadas de delitos en sus países  en territorio otros, y las hayan llevado a los suyos para ser juzgadas, con menoscabo al respeto mutuo entre Estados pares y empañando la justicia del caso, pues el juzgamiento comienza con un acto internacional de carácter ilícito.

 


En nuestro país rige esta materia  la ley de cooperación internacional en materia penal (Ley 24.767, sancionada: diciembre 18 de 1996; Promulgada de Hecho: Enero 13 de 1997). La ley establece que la República Argentina prestará a cualquier Estado que lo requiera la más amplia ayuda relacionada con la investigación, el juzgamiento y la punición de delitos que correspondan a la jurisdicción de aquél. 
 


 La ley establece como fuente normativa para resolver un caso de extradición el siguiente orden: 1. el  tratado entre el Estado requirente y la República Argentina; 2. en ausencia de tratado la ayuda estará subordinada a la existencia u ofrecimiento de reciprocidad ( arts. 1,2 y 3).Es decir, las fuentes del derecho de extradición resultan ser en estos casos las convenciones internacionales bilaterales o multilaterales entre los Estados signatarios y, en caso de ausencia, la costumbre internacional de la reciprocidad. Las disposiciones de la ley rigen además para todo aquellos que no disponga en especial el tratado, estableciendo la misma ley que ella servirá  también para interpretar el tratado.
 

El proceso de extradición cuenta con tres etapas, dos de ellas (el inicio del trámite y la decisión final) de competencia del Poder Ejecutivo, en tanto la intermedia es competencia del Poder Judicial y consiste en el juicio de extradición propiamente dicho. El Poder Ejecutivo decide, en primer lugar, si  inicia el proceso de extradición. Es una especie de impulso procesal sin el cual no se puede dar inicio al proceso judicial de extradición. Se trata, al igual que la última etapa que se denomina “decisión final”, de una resolución de política, pues la ley indica que el rechazo  puede fundamentarse en “…. especiales razones de soberanía nacional, seguridad u orden públicos otros intereses esenciales para la Argentina, que tornen inconveniente el acogimiento del pedido” ( art. 10). Es decir, las razones son lo suficientemente amplias para que el Poder Ejecutivo, que es cabeza del Estado Nacional y tiene a su cargo la representación de nuestras relaciones exteriores (  CN 99 inc.11), decida no iniciar el proceso de extradición o que una vez iniciada y decidida judicialmente la extradición ( segundo paso), el Poder Ejecutivo decida  no concederla. Es decir,  tanto el inicio como el final del trámite resulta ser una facultad reservada del Poder Ejecutivo ( art. 36 de la ley 24.767). Se trata de razones políticas, difícilmente judiciables,
 en tanto la alegación de la soberanía nacional, el orden público o la afectación de intereses resultan ser tan amplios que prácticamente dejan a la discreción de quien decide el otorgamiento de la extradición. Esto no significa que esos actos no deban encontrarse motivados, fundados y hacerse públicos en cuanto se trata de actos de gobierno. 
 


El paso intermedio lo constituye el proceso judicial de extradición o juicio de extradición, que puede ser pasiva o activa. Es pasiva cuando al Estado Argentino se le requiere la cooperación para la entrega de una persona, ya sea para someterla a juicio o para que cumpla condena, y visceversa, es activa .cuando el Estado Argentino peticiona colaboración a otro Estado con esos mismos fines.
 

 
Además de las razones que podemos denominar políticas o discrecionales del Poder Ejecutivo, existen razones taxativas que impiden la extradición, que se enumeran en la ley y que son objeto del juicio de extradición. En primer lugar, el hecho materia del proceso deberá constituir un delito que tanto en la ley argentina cuanto en la del Estado requirente ( principio de doble punibilidad) y debe tener prevista una pena privativa de libertad con mínimo y máximo tales que su semisuma sea al menos de un año. ( art 6 ).
 


 
La extradición no procede cuando el crimen que lo motiva fuese un delito político. Si bien la ley no define qué debe entenderse por delito político, para comprender este concepto enumera una serie de hechos que  no pueden ser considerados delitos políticos, es decir, existe una definición por exclusión: “No se consideran delitos políticos: a) Los crímenes de guerra y los crímenes contra la humanidad: b) Los atentados contra la vida, la integridad corporal o la libertad de un jefe de Estado o de gobierno, o de un miembro de su familia: c) Los atentados contra la vida, la integridad corporal o la libertad de personal diplomático o de otras personas internacionalmente protegidas: d) Los atentados contra la vida, la integridad corporal o la libertad de la población o del personal civil inocente no comprometido en la violencia generada por un conflicto armado: e) Los delitos que atenten contra la seguridad de la aviación o la navegación civil o comercial: f) Los actos de terrorismo: g) Los delitos respecto de los cuales la República Argentina hubiera asumido una obligación convencional internacional de extraditar o enjuiciar ( art. 9). 




En relación a los crímenes contra la humanidad,  excluidos de la posibilidad de ser considerados políticos, han sido objeto de tratamiento por nuestra Corte Suprema de Justicia de la Nación. Fueron justamente los casos de extradición de criminales nazis refugiados en la Argentina los que  abrieron  el camino para el juzgamiento de los crímenes de lesa humanidad cometidos en nuestro país durante el terrorismo de Estado. 
 



Por su trascendencia cabe citar el caso “Schwammberger”(voto del Dr. Schifrin, de la Cámara Federal de La Plata, confirmado por la CSJN )
, que constituye una clara ratificación del orden público penal internacional por sobre la legislación interna. Allí se discutió la prescripción de la acción penal en delitos contra la humanidad estableciéndose, luego de un meduloso y no menos erudito desarrollo, que “el …art. 18 de la ley fundamental, en cuanto establece el principio "nullum crimen nulla poena sine previa lege" prevalece en el derecho interno, pero el art. 102 de la Constitución, al someter a la Nación al derecho de gentes, introduce una excepción a la preeminencia de dicho principio entendido en el sentido riguroso del derecho interno, lo que especialmente acaece con los crímenes contra la humanidad, por esencia imprescriptibles; c) el derecho extranjero que, adecuando sus prescripciones al derecho de gentes establezca para aquellos supuestos, la imprescriptibilidad, resulta plenamente conforme a la CN., ciñéndose a sus principios rectores; d) además, no es exigencia del orden público argentino la aplicación retroactiva de las leyes penales más benignas, máxime cuando median hipótesis de crímenes contra la humanidad”.
 Años más tarde, en el caso “Priebke” la Corte estableció que  “ Que la calificación de los delitos contra la humanidad no depende de la  voluntad de los estados requirente o requerido en el proceso de extradición sino de los principios del ius cogens del Derecho Internacional.-y que  en tales condiciones, no hay prescripción de los delitos de esa laya y corresponde hacer lugar sin más a la extradición solicitada ( voto de los jueces Fayt, Boggiano y López).





El delito político ha sido tratado por la Corte Suprema de Justicia de la Nación en el caso “Apablaza”
 . Allí se estableció, en fallo unánime, que  “el homicidio agravado y el secuestro extorsivo— una de cuyas víctimas revestía la condición de funcionario del Estado, no permite suponer, per se, que se trate de un delito de naturaleza política”. La  Corte estableció que estos delitos no afectan bienes jurídicos vinculadas a la gobernabilidad, como sí ocurre con la sedición, la rebelión, los atentados contra el orden constitucional, etc.. . Más adelante dijo que  “ hechos de esta naturaleza son ajenos a la tradicional noción de delito político, cuyo trato favorable desde el punto de vista de la extradición se funda en la circunstancia de que esta clase de infracciones lesionan exclusivamente el régimen interno de los gobiernos y encuentran su inspiración en móviles altruistas”.El Tribunal recordó que  el derecho de gentes ha ido progresivamente negando un trato favorable inclusive a aquellas acciones que, aun siendo atentatorias contra el régimen de un gobierno, revisten el carácter de crímenes graves desde el punto de vista de la moral y del derecho común ( considerando 17 y  Fallos:265:219).Destacó asimismo que en oportunidad de llevarse a cabo el juicio, el imputado no formuló la más remota alusión de que hubiera obrado bajo la influencia de una motivación política ( considerando 18).Por ese motivo entendió que el caso no puede encuadrarse en el artículo 3º, inciso c de la Convención Interamericana sobre Extradición suscripta en Montevideo en 1933, es decir considerar político los delitos imputados. En definitiva, La Corte descartó la doctrina del delito político pues consideró que los delitos de Apablaza Guerra no reúnen esta condición ni desde un punto de vista objetivo (  no son crímenes contra bienes jurídicos vinculados al gobierno, v. gr. sedición, rebelión, etc.), ni subjetivo ( el imputado no alegó finalidad altruista). 




Tampoco procede la extradición en los siguientes casos, conforme el art. 8 de la ley,  a saber: “…b) Si el delito que motiva la extradición fuese un delito previsto exclusivamente por la ley penal militar; c) El proceso que la motiva fuese tramitado por una comisión especial de las prohibidas por el articulo 18 de la Constitución Nacional: d) El proceso que motiva la extradición evidencie propósitos persecutorios por razón de las opiniones políticas, la nacionalidad, la raza, el o la religión de las personas involucradas o hubiese motivos fundados para suponer que esas razones pueden perjudicar el ejercicio del derecho de defensa en juicio: e) Existan motivos fundados para suponer que el requerido pueda ser sometido a tortura u otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes: f) El delito por el que se solicita la extradición tuviere pena de muerte en el Estado requirente y éste no diere seguridades de que no será aplicable”. 
 



La ley, en su artículo 11, prevé que la extradición no será concedida: “ a) Si la acción penal o la pena se hubiesen extinguido según la ley del Estado requirente: b) Cuando la persona reclamada ya hubiese sido juzgada, en la Argentina o cualquier otro país, por el hecho que motiva el pedido: c) Cuando la persona reclamada habría sido considerada por la ley argentina como inimputable por razón de la edad si hubiese cometido el delito en la Argentina: d) Cuando la condena se hubiese dictado en rebeldía y el Estado requirente no diese seguridades de que el caso se reabriría para oír al condenado, permitirle el ejercicio del derecho de defensa y dictar en consecuencia una nueva sentencia: e) Si el Estado requirente no diere seguridades de que se computará el tiempo de privación de libertad que demande el trámite de extradición, como si el extraditado lo hubiese sufrido el curso del proceso que motivó el requerimiento.”  

 
La ley prevé la tradicional claúsula de no extradición del nacional, por la cual las personas de nacionalidad argentina pueden  optar por ser juzgadas por los tribunales argentinos, a no ser que fuere aplicable al caso un tratado que obligue a la extradición de nacionales. Si el nacional ejerciere la opción de no ser extraditado, el pedido  será denegado y  entonces juzgado en el país, según la ley penal argentina, siempre que el Estado requirente preste conformidad para ello, renunciando a su jurisdicción, y remita todos los antecedentes y pruebas que permitan el juzgamiento ( art. 12 de la ley). Así se sigue la regla “se extradita o se juzga”, regla esta última que  ha permitido bloquear la petición de una multiplicidad de extradiciones requeridas respecto de argentinos imputados por crímenes de lesa humanidad en Argentina.
� Ello ocurrió en la Argentina con el secuestro de Adolf Eichman, de parte del Mossad ( servicio secreto israelí) quien capturó al genocida el 12 de mayo de 1962 en San Ferando, Pcia. de Bs. As., sin ningún tipo de autorización  del gobierno argentino ( v. Favarotto, Ricardo “ Justicia Penal Internacional” Ediar  pag. 41 y ss.). Algo similar, más próximo a nuestros días, el secuestro de Humberto Alvarez Machain por la DEA, justificado por la Corte Suprema de EEUU que sostuvo que “el tratado de extradición firmado por los EEUU y México no prohíbe en ninguna parte de su articulado el secuestro, ni tampoco existe un principio general de las leyes internacionales que establezca cómo debe interpretarse un tratado que no prohíbe en forma expresa el secuestro” ( Favarotto, R. ob. Cit. Pag. 56). 


� . La CSJN in re “Apablaza”  ha indicado de la potestad del “non refoulment”, es decir, la posibilidad de que el Poder Ejecutivo decida no devolver al criminal pese a la sentencia judicial favorable a la extradición.


� “La orden de arresto de Josef F. Leo Schwammberger ha sido librada a raíz de que "...en el marco de la planeada y realizada 'solución definitiva de la cuestión de los judíos'del régimen nacional-socialista, es decir, el exterminio físico de los judíos y por la razón de que el citado consideraba a sus víctimas como seres inferiores por odio y obcecación racistas..." fue, autor o partícipe de varios centenares de asesinatos de personas -también niños- indefensas, y colaboró activamente en la campaña de traslado de millares de judíos a los campos de exterminio de Belzec y Auschwitz.Estos hechos ocurrieron principalmente en las ciudades de Rozwadow, Mielec y Przemysl, ubicadas en el territorio de Galizia, perteneciente entonces a Polonia y ocupado militarmente por Alemania en la Segunda Guerra Mundial. Schwammberger perteneció a la milicia de la S.S. ocupando cargos de responsabilidad intermedia” De la sentencia dictada por la Cámara Federal de La Plata, voto del Dr. Leopoldo Schifrin, de fecha 30/8/1989, confirmada por la CSJN el 20/3/1990 ( v. � HYPERLINK "http://www.lexisnexis" ��www.lexisnexis�.)


� CSJN P. 457. XXXI R.O – “Priebke, Erich s/ solicitud de extradición -causa N° 16.063/94-” 02/11/1995. Resulta atinado recordar los hechos no discutidos y que son recogidos en la sentencia de la Corte.. El 23 de marzo de 1944 en el centro de Roma, en la calle Rasella, un grupo de militantes de la resistencia hizo explotar una bomba en momentos en que pasaba una compañía alemana del Batallón "Bozen", lo que ocasionó la muerte instantánea de veintiseis militares alemanes, suma que en las 


horas posteriores se elevó a treinta y dos como consecuencia de las graves heridas recibidas por algunos de los sobrevivientes. El Alto Mando Alemán dispuso una sanción colectiva consistente en el fusilamiento de diez ciudadanos italianos por cada alemán muerto, practicándose la ejecución en la denominada "Cave Ardeatine" o "Fosas  Ardeatinas", el 24 de marzo de 1944. Trescientas treinta y cinco personas entre civiles y militares, ajenas a las operaciones bélicas, fueron fusiladas. Ese número incluyó ciento cincuenta y cuatro que se hallaban detenidas a disposición del Tribunal Militar Alemán por estar sujetas a investigaciones policiales, veintitrés detenidas a disposición de ese Tribunal en espera de juicio, tres condenadas a muerte cuya pena aún no  se había ejecutado, dieciséis condenadas a penas de entre 1 y 15 años de  privación de la libertad, setenta y cinco hebreos, cuarenta arrestadas por  motivos políticos a disposición de la Jefatura de Policía, diez detenidas por razones de seguridad pública a disposición de esa autoridad, diez arrestadas en las cercanías de la calle Rasella, una absuelta por el Tribunal Militar Alemán y tres no identificadas.Se trasladó a las víctimas en camiones hasta las "Fosas Ardeatinas", donde "....habían sido retenidas y en estado de espera, con las manos atadas detrás de la espalda, en la explanada situada delante de la entrada de la cantera, desde donde aquéllas oían, mezclados con las detonaciones, los últimos gritos angustiosos de las víctimas que las habían precedido";; "Además, éstas, nada más (al) ent  rar en la cantera para ser fusiladas podían ver, con la luz de las antorchas, los numerosos cadáveres amontonados de las víctimas precedentes..."; "Finalmente, .... tenían que subir encima de los cadáveres amontonados y, una vez allí, eran obligadas a  arrodillarse con la cabeza inclinada hacia adelante para ser golpeadas a muerte"; "...las víctimas, antes de ser fusila-das, fueron sometidas a un  sufrimiento moral grande, inhumano y cruel" .Fueron ultimadas en grupos de a cinco con un tiro en la nuca, completándose la ejecución a las siete de la tarde, luego de lo cual se  voló la cantera para sellarla. Un día después se habría advertido que, debido a  un error, éstos habían sido trescientos treinta y cinco y no trescientos treinta como se había ordenado. 





� CSJN sentencia del A. 1579. XLI.R.O. Apablaza Guerra, Galvarino Sergio s/ arresto preventivo Buenos Aires, 14 de septiembre de 2010 Vistos los autos: “Apablaza Guerra, Galvarino Sergio s/arresto preventivo”.
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